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CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXII LEGISLATURA  

DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 

P R E S E N T E S. 

 

A  las comisiones de, Gobernación;  y Justicia,  les fue turnado escrito de la C. María 

Teresa Carrizales Hernández,  por el que promueve juicio político en contra  de la C. 

Xavier Nava Palacios, Presidente  Municipal de San Luis Potosí, periodo 2018-2021. 

 

En tal virtud, al entrar al estudio del escrito de referencia, los integrantes de las 

comisiones que suscriben, para la elaboración de este dictamen hemos valorado las 

siguientes 

 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que el Título Decimosegundo de la Constitución Política del Estado, 

particularmente en su artículo 125, fija tres procedimientos para determinar y 

sancionar la responsabilidad de los servidores públicos, que por su orden son: juicio 

político; en materia de responsabilidad penal; y juicio de responsabilidad 

administrativa.  

 

SEGUNDA. Que la atribución para sustanciar y resolver los procedimientos de, juicio 

político, es propia y exclusiva del Congreso del Estado; disposición que se concatena 

con lo que establece el artículo 57 fracciones, XL1, y XLVIII2, del Código Político del 

                                                           
1  

Constitución Política del Estado del San Luis Potosí 

(CPESLP)ART. 57. 

XL- Instaurar los juicios políticos y, en su caso, aplicar las sanciones a que se refiere el Artículo 128 de esta Constitución 

 
2 CPESLP, ART. 57. 

XLVIII.- Las demás que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la presente Constitución y las leyes que 

de ellas emanen le atribuyan. 

 



 

 

Estado, concatenada con la determinación expresa el párrafo tercero de los 

artículos, 1263, y 1274, de la Constitución Política del Estado. 

 

TERCERA. Que las comisiones de, Gobernación; y de Justicia, son competentes para 

conocer de las solicitudes a las que se alude en la Consideración Primera, acorde a 

lo que establecen los artículos, 85;98 fracciones,  XI, XIII, y XXI;  109 fracción XVII,  y 111 

fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo; 144 fracciones, III, y IV, del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, en relación con el 

artículo 3º de la Ley de Juicio Político para el Estado de San Luis Potosí, son 

competentes para conocer de las solicitudes de juicio político que se promuevan en 

contra de los servidores públicos a los que se refiere el párrafo primero del artículo 126 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí. 

 

CUARTA. Que atendiendo a la temporalidad de los hechos denunciados, los 

procedimientos para aplicar, en su caso, sanciones a los servidores públicos que 

incumplan con las disposiciones correspondientes, resulta aplicable la Ley de Juicio 

Político para el Estado de San Luis Potosí. (Ley de Juicio Político) 

 

QUINTA. Que para efectos de la aplicación de la Ley de Juicio Político, son servidores 

públicos y serán  responsables de los actos u omisiones en que incurran en el 

desempeño de sus respectivas funciones, en los términos del párrafo primero del 

artículo 126 de la Constitución del Estado, los siguientes:   

 

1. Diputados.  

2. Magistrados.  

3. Consejeros de la Judicatura. 

4. Jueces de Primera Instancia. 

5. Secretarios de despacho. 

6. Auditor Superior del Estado 

7. Fiscal General del Estado  

8. Fiscales especializados, en materia de delitos relacionados con hechos de 

corrupción, y en delitos electorales 

                                                           
3 Idem 

ARTÍCULO 126. … 

… 

El Congreso del Estado aplicará las sanciones a que se refiere este precepto, previa declaración de procedencia 

emitida por cuando menos el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, después de haber 

substanciado el procedimiento respectivo con audiencia del inculpado. 

 
4idem 

ARTÍCULO 127. (DEROGADO, P.O. 30 DE OCTUBRE DE 2017)  

(DEROGADO, P.O. 30 DE OCTUBRE DE 2017)  

(ADICIONADO, P.O. 20 DE NOVIEMBRE DE 1996)  

(REFORMADO, P.O. 30 DE OCTUBRE DE 2017) 

En los casos a que se refiere el artículo 111, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

recibidas las constancias por el Congreso del Estado, y previa la integración de cualquier otro elemento pertinente, se 

remitirán a las autoridades federales competentes para que actúen conforme a la ley. Tratándose del Gobernador del 

Estado, se procederá en los términos del artículo 128 de esta Constitución. 

 

 



 

 

9. Subsecretarios, directores generales o sus equivalentes de las dependencias y 

entidades paraestatales y paramunicipales. 

10. Titulares de los organismos constitucionales autónomos. 

11. Presidentes municipales, síndicos y regidores. 

 

SEXTA. Que el artículo 135, de la Ley de Juicio Político menciona que cualquier 

ciudadano bajo más su estricta responsabilidad y mediante la presentación de 

elementos de prueba, pueden formular denuncia contra un servidor público ante el 

Congreso del Estado, así que la  C. Licenciada María Teresa Carrizales Hernández, 

está legitimada para interponer el juicio político, en términos de la ley de la materia. 

 

SÉPTIMA. Que como se indica en la Consideración Cuarta de éste instrumento 

legislativo, la Ley de Juicio Político, determina los procedimientos sancionadores a los 

servidores públicos a los que se refiere el artículo 125 de la Carta Magna Estatal, y que 

el juicio político se atiende en el Título Segundo del Ordenamiento en cita. 

 

OCTAVA.  Que los requisitos del escrito de denuncia, de acuerdo a lo que establece 

el artículo 15 de la Ley de Juicio Político son: 

 

“I. El nombre y domicilio del denunciante o denunciantes; 

 

II. La designación del representante común, cuando sean dos o más los denunciantes; 

 

III. Domicilio para oír y recibir notificaciones, y 

 

IV. Relación sucinta de los hechos, con la aclaración de los que le consten al 

denunciante y, en su caso, el medio por el que se tuvo conocimiento de los mismos”. 

 

NOVENA. Que la denuncia de juicio político que nos ocupa en su parte medular  se 

lee:  

                                                           
5ARTÍCULO 13. Cualquier ciudadano bajo su más estricta responsabilidad y mediante la presentación de elementos de 

prueba, podrá formular denuncia contra un servidor público de los que señala el artículo 7º de esta Ley, por las conductas 

que dan lugar a juicio político conforme a los artículos, 8º, 9º y 10, de esta Ley. 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 

 
 



 

 

 

DÉCIMA. Que de los hechos vertidos en la formulación de la denuncia de la 

promovente manifiesta que el servidor público municipal incurrió en actos y omisiones 

graves que perjudicaron los intereses públicos fundamentales al haber consentido 

violaciones a sus derechos humanos y garantías, así como infracciones a la 

Constitución Política Local y diversas leyes, motivando con ello un trastorno en el 

funcionamiento normal de las instituciones. 

 

 

DÉCIMA PRIMERA. Que conforme el artículo 21 6 de la Ley de Juicio Político, el servidor 

público denunciado, presentó informe que a continuación se reproduce: 
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ARTÍCULO 21. Si la denuncia es procedente la Comisión Instructora, para mejor proveer, en su caso, podrá solicitar al 

denunciante que en un término de cinco días aclare o complemente la denuncia. Recibida y, en su caso, aclarada o 

complementada la denuncia, correrá traslado al servidor, o servidores públicos imputados, con una copia de la misma y 

de los documentos anexos, a fin de que queden debidamente impuestos de los hechos materia de la acusación y 

provean lo conducente a su defensa.  

En el mismo acto requerirá al servidor público denunciado un informe respecto de los hechos que se le imputan.  

El Informe referido en el párrafo anterior deberá rendirse dentro del término de diez días hábiles siguientes a la notificación 

correspondiente. 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 

 
 

DÉCIMA SEGUNDA Que para resolver la solicitud de juicio político que nos ocupa, se 

ha de atender lo dispuesto por los artículos, 125  párrafo primero, y fracción I, de la 

Constitución Política Local; 7º, 9º, y 10,  de la Ley de Juicio Político, los cuales 

establecen que para la procedencia del Juicio Político deben reunirse los siguientes 

elementos: 

 



 

 

a) Ser servidor público en los términos del artículo 126 de la Constitución Política Local. 

 

b) La existencia de una conducta ya sea por acción o por omisión por parte del 

servidor público y,  

 

c) Que tal conducta redunde en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o 

de su buen despacho.  

 

Por cuanto hace al primero de  los requisitos de procedencia,  los artículos 2° y 7°  de 

la Ley de Juicio Político para el Estado de San Luis Potosí, refieren con puntualidad: 
 

“ARTÍCULO 2º. Son sujetos de esta Ley los servidores públicos a que se refieren los 

artículos, 126, y 127, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis 

Potosí. 

 

ARTÍCULO 7º. Son sujetos de juicio político:  

 

I. El Gobernador del Estado;  

II. Los diputados;  

III. Los magistrados, y consejeros de la Judicatura;  

IV. Los jueces de Primera Instancia;  

V. Los secretarios de despacho;  

VI. El Fiscal General del Estado; el Fiscal Especializado en materia de Delitos 

relacionados con Hechos de Corrupción; y el Fiscal Especializado en Delitos en 

Materia Electoral;  

VII. Los subsecretarios; directores generales, o sus equivalentes de las dependencias y 

entidades paraestatales y paramunicipales; 

VIII. Los titulares de los organismos constitucionales autónomos, y 

IX. Los presidentes municipales, regidores y síndicos.” 

 

Al invocar el párrafo primero del artículo 126 de la Constitución del Estado de San Luis 

Potosí, para su mejor entendimiento es necesario transcribirlo, esto con el propósito 

de conocer lo que precisa: 

 

“ARTICULO 126. Podrán ser sujetos de Juicio Político en el Estado, los diputados, 

magistrados, consejeros de la Judicatura, jueces de Primera Instancia, secretarios de 

Despacho, Procurador General de Justicia, subsecretarios, directores generales o sus 

equivalentes de las dependencias y entidades paraestatales y paramunicipales, 

titulares de los organismos constitucionales autónomos, así como los presidentes 

municipales, regidores y síndicos.  

 

 … 

… 

… 

…” 
 



 

 

Con lo anterior se colige que el servidor público imputado, es sujeto de juicio político 

peticionado, toda vez que ostenta el cargo de presidente municipal, enlistado en el 

primer párrafo del artículo 126 de la Constitución Política Local,  por lo que con ello se 

colma uno de los requisitos señalados en el artículo 7 de la Ley de Juicio Político, al 

tener la calidad específica  que el dispositivo constitucional señala.  

 

DÉCIMA TERCERA Estas comisiones para resolver la solicitud de juicio político que nos 

ocupa en términos de la fracción I del artículo 125 de nuestro Código Político Local, 

resulta determinante precisar  la existencia de una conducta ya sea por acción o por 

omisión por parte del servidor público, y que tal conducta redunde en perjuicio de los 

intereses públicos fundamentales o de su buen despacho. 

 

Ahora bien el interés público podemos definirlo como el conjunto de pretensiones 

relacionadas con las necesidades colectivas de los miembros de una comunidad y 

protegidas mediante la intervención directa y permanente del Estado.7 

 

Cabe mencionar que la satisfacción del interés público, es la finalidad de los diversos 

derechos fundamentales otorgados en nuestra Carta Magna. 

 

En síntesis, el interés público será aquella materia que se resuelve en decisión política 

gubernamental, que satisface al máximo los intereses de la sociedad involucrada, 

que se concibe y ejecuta mediante procedimientos jurídicos preestablecidos, con 

participación de los gobernados, y que tiene por finalidad última evitar conflictos 

políticos, religiosos, económicos, sociales y culturales y perfeccionar el bienestar de la 

población. 

 

En este punto podemos afirmar que el interés público es un principio esencial del 

sistema político y un concepto básico de la acción político-administrativa, 

fundamentalmente porque debe definirse por las instituciones públicas de decisión 

normativa y ejecutiva, dando satisfacción a las necesidades o expectativas de la 

comunidad, concretarse dentro del ámbito de competencia previsto por  nuestra 

constitución y la ley, concebirse y ejecutarse mediante un debido proceso, con 

participación de la sociedad y segmentos sociales involucrados, y evitar los conflictos 

de intereses contrapuestos. 

 

Ahora bien la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, en su 

artículo 1 dispone que, “todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 

seguridad”8 

  

Así mismo en relación con esto la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 

Opinión Consultiva 6/86, de 9 de mayo de 1986, apuntó que “el requisito según el cual 

las leyes han de ser dictadas por razones de interés general significa que deben haber 

                                                           
7 https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/3/1172/7.pdf 

8 http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/3/1172/7.pdf
http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp


 

 

sido adoptadas en función del bien común, concepto que ha de interpretarse como 

elemento integrante del orden público del Estado democrático.”9 

 

Por tanto estas dictaminadoras coinciden que la única finalidad del juicio político, es 

que se determine si un servidor público incurrió o no en actos u omisiones que 

redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen 

despacho y, de ser así, que a dicho servidor se le imponga la sanción 

correspondiente.  

 

Lo anterior permite concluir que el juicio político tutela el interés público y no intereses 

particulares, en tanto que su único objetivo es garantizar a la colectividad en general 

el desarrollo correcto y normal de la función pública.  

 

Sirve de apoyo el siguiente criterio jurisprudencial: 

 
“JUICIO POLÍTICO EN CONTRA DE SERVIDORES PÚBLICOS. LAS RESOLUCIONES DECISORIAS DE 

TALES PROCEDIMIENTOS NO GENERAN DIRECTAMENTE PERJUICIO AL DENUNCIANTE 

(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). De la interpretación conjunta de los artículos 6o. y 30 

de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado de Jalisco, se 

desprende que el juicio político no constituye un medio de defensa por el que sea factible 

modificar o revocar alguna decisión asumida por una autoridad, aun cuando de algún modo 

ésta hubiese afectado los intereses particulares de algún miembro de la colectividad, sino 

que la única finalidad del juicio político, es que se determine si un servidor público incurrió o 

no en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o 

de su buen despacho y, de ser así, que a dicho servidor se le imponga la sanción 

correspondiente. Lo anterior permite concluir que el juicio político tutela el interés público y 

no intereses particulares, en tanto que su único objetivo es garantizar a la colectividad en 

general el desarrollo correcto y normal de la función pública. Por tanto, el denunciante de un 

juicio político, aun cuando estime que la conducta de los servidores públicos denunciados le 

afectó en sus intereses particulares, carece de interés jurídico para impugnar mediante el 

juicio de amparo las decisiones que emite el Congreso del Estado, que declaran 

improcedente la incoación del procedimiento de juicio político, ya que si tal procedimiento 

no puede conducir a la revocación o modificación de la decisión que le hubiese podido 

afectar, la resolución que al respecto emita el Congreso, en el sentido que fuere, no puede 

ocasionar perjuicio o beneficio directo a quien formuló la denuncia. SEGUNDO TRIBUNAL 

COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. Amparo en revisión 

192/2000. Francisco Cerda Vázquez. 21 de septiembre de 2000. Unanimidad de votos. 

Ponente: Tomás Gómez Verónica. Secretaria: Ma. Gabriela Rolón Montaño. Véase: 

Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XI, mayo de 1993, página 346, 

tesis IX.1o.20 A, de rubro: "JUICIO POLÍTICO EN CONTRA DE SERVIDORES PÚBLICOS. EL 

DENUNCIANTE CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER AMPARO (LEGISLACIÓN DEL 

ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ)." 

 
DÉCIMA TERCERA. Ahora bien, de los hechos vertidos en la formulación de la denuncia 

el promovente no aporta prueba alguna que nos permita presumir la existencia de 

infracciones y hacer probable la responsabilidad directa del C. Xavier Nava Palacios, 

                                                           
9 http://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_07_esp.pdf 

http://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_07_esp.pdf


 

 

Presidente Municipal de San Luis Potosí y que tal conducta redunde en perjuicio de 

los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho. 

 

Por lo anterior estas comisiones dictaminadoras para mejor proveer solicitaron 

mediante oficio número CUGJ-LXII-26/2020 de fecha 02 de marzo del 2010, solicitó al 

Lic. Jorge Andrés López Espinoza, Presidente de la Comisión Estatal de Derechos, 

copias certificadas del expediente de queja número 1VQU-0411/2019, respecto de 

los hechos denunciados por la C. María Teresa Carrizalez, la cual se cita textualmente 

las Recomendaciones pronunciadas: 

 

 

 

 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 

 
 
 
 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 

 
Que de la recomendación 20/2019, descrita con antelación se destaca lo siguiente: 

 

1. Que se encontraron elementos suficientes que permiten acreditar que en el 

presente caso se vulneró el derecho humano, a la legalidad, seguridad jurídica, 

integridad y seguridad personal,  derecho de la mujer a una vida libre de violencia y 

libertad persona, a la C. Teresa Carrizales Hernández. 

 



 

 

2. Que se instruye al Titular de la Contraloría Interna, para que investigue, inicie 

procedimiento y realice una pronta resolución del Procedimiento Administrativo, 

motivo de los hechos que originaron la presente recomendación, y determine la 

responsabilidad administrativa que pudo un incurrir el Director General de Seguridad 

Pública Municipal. 

 

3. Se instruye a efecto de que el área de Asuntos Internos de la Dirección General de 

Seguridad Pública Municipal, investigue, inicie procedimiento y realice una pronto 

resolución del Procedimiento Administrativo, motivo de los hechos que originaron la 

presente recomendación, y determine la responsabilidad administrativa que pudo un 

incurrir los elementos de Seguridad Pública Municipal. 

 

4. Que en todo caso el Director General de Seguridad Pública Municipal, recibió 

indicación escrita y precisa por parte del Secretario General del Ayuntamiento 

únicamente de verificar el retiro de la C. Teresa Carrizales Hernández, salvaguardar el 

inmueble y los bienes de la Oficialía No 11 del Registro Civil, en respeto irrestricto a los 

derechos humanos de todos los intervinientes. 

 

 

DECIMA CUARTA. De lo anterior y de los hechos planteados por la denunciante, en 

ningún momento presenta pruebas directas, contundentes y  fehacientes, en contra 

del servidor público municipal denunciado, que hayan generado una 

responsabilidad política enunciadas en el artículo 10 de la Ley de Juicio Político que 

establece lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 10. Para efectos del artículo anterior se considera que redundan en 

perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho: 

I. El ataque a las instituciones democráticas;  

II. El ataque a la forma de gobierno republicano, representativo y popular del Estado, 

así como a la organización política y administrativa de los municipios;  

III. Las violaciones graves y sistemáticas a los derechos humanos y sus garantías;  

IV. El ataque a la libertad del sufragio;  

V. La usurpación de atribuciones de funcionarios públicos cuyos cargos sean de orden 

constitucional;  

VI. Cualquier infracción a la Constitución Política del Estado o a las leyes estatales 

cuando cause perjuicios graves al Estado, a uno o varios municipios del mismo o a la 

sociedad, o motive algún trastorno en el funcionamiento normal de las instituciones;  

VII. Las omisiones de carácter grave, en los términos de la fracción anterior;  

VIII. Las violaciones sistemáticas o graves a los planes, programas y presupuestos de 

la administración pública estatal o municipal, y a las leyes que determinen el manejo 

de sus recursos económico, y  

IX. El manejo indebido de fondos y recursos del Estado, de los municipios o de 

cualquier ente público, que ponga en riesgo el funcionamiento de las instituciones de 

las que forme parte. 
 

 



 

 

Estas dictaminadoras de examen previo coinciden en cuanto que, las pruebas tiene 

protagonismo central en el juicio político, ya que la presunta responsabilidad de los 

servidores públicos denunciados  han de estar sustentado en pruebas, para alcanzar 

el convencimiento sobre un hecho, para tener mayores elementos para incoar la 

comisión jurisdiccional respectiva. 

 

Ya que afirmamos que  el objeto fundamental de la prueba es recopilar elementos 

de convicción para determinar la presunta responsabilidad de los servidores públicos. 
 

En tal virtud se desecha por improcedente en términos de  la fracción II, del artículo 

18 de la Ley de Juicio Político, que establece: 

 

“ARTÍCULO 18. La denuncia de juicio político se considerará improcedente cuando: 

 

 I. Se presente fuera del término que prevé el artículo 130 de la Constitución Política 

del Estado;  

 

II. No encuentra apoyo en prueba alguna que permita presumir la existencia de la 

infracción y hacer probable la responsabilidad del denunciado;  

 

III. Cuando el denunciado no se encuentre entre los servidores públicos a que se 

refiere el artículo 7º de esta Ley;  

 

IV. Cuando la conducta atribuida al servidor público no corresponda a las 

enumeradas en los artículos, 8º, 9º y 10 de esta Ley, y  

 

V. Por alguna otra causa manifiesta.” 
 

 

Por lo que en razón de lo expuesto, y con fundamento en los artículos, 94, 98 

fracciones, XI, y XIII, 109 y 111, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de 

San Luis Potosí; 85, y 86, del   Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 

Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, los integrantes de las comisiones  que 

suscriben, nos permitimos elevar a la consideración de esta Asamblea Legislativa, el 

siguiente 

 

 

D I C T A M E N  

 
ÚNICO. En términos y para los efectos a que se contraen los preceptos, 126 de la 

Constitución Política del Estado;  1° fracción IV; 2°; 3°; 4° fracción II; 7°; 18 fracción II, 

de Ley de Juicio Político y Declaración de Procedencia para el Estado de San Luis 

Potosí; y 144 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, y en 

mérito de las consideraciones que sustentan el presente dictamen, se declara 



 

 

improcedente la denuncia de Juicio Político en contra la C. Xavier Nava Palacios, 

Presidente  Municipal de San Luis Potosí, periodo 2018-2021. 

 

Notifíquese el resultado del presente dictamen al promovente. 

 

 

Por cuanto corresponde a las facultades de las comisiones dictaminadoras, archívese 

el presente asunto como totalmente concluido. 

 

D A D O POR LA COMISIONES DE GOBERNACIÓN; Y JUSTICIA, EN EL AUDITORIO “LIC. 

MANUEL GÓMEZ MORÍN” DEL EDIFICIO “PRESIDENTE JUÁREZ”, A LOS TRECE DÍAS DEL 

MES DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 



 

 



Acta 
Privada No. 17 

octubre 15, 2020 
 

 

 

  

 
”2020, año de la cultura para la erradicación del trabajo infantil” 

 

 

CGSP-8.5-06-00-01 
REV 02 

 

En la ciudad de San Luis Potosí, Capital del Estado del mismo 
nombre, a las trece horas con diez minutos, del quince de octubre 
del dos mil veinte, reunidos en el salón de sesiones “Ponciano 
Arriaga Leija”, los diputados, Paola Alejandra Arreola Nieto, Martha 
Barajas García, Beatriz Eugenia Benavente Rodríguez, María del 
Consuelo Carmona Salas, María Isabel González Tovar, Eugenio 
Guadalupe Govea Arcos, Edgardo Hernández Contreras, Marite 
Hernández Correa, Rolando Hervert Lara, Martín Juárez Córdova, 
Mario Lárraga Delgado, Angélica Mendoza Camacho, Sonia Mendoza 
Díaz, Vianey Montes Colunga, Cándido Ochoa Rojas, Edson de Jesús 
Quintanar Sánchez, Jesús Emmanuel Ramos Hernández, Laura 
Patricia Silva Celis, Alejandra Valdes Martínez, Oscar Carlos Vera 
Fabregat, José Antonio Zapata Meráz, y Rosa Zúñiga Luna.  Rubén 
Guajardo Barrera, Héctor Mauricio Ramírez Konishi, María del 
Rosario Sánchez Olivares, y Ricardo Villarreal Loo, retardo. Pedro 
César Carrizales Becerra, falta. Se declaró cuórum. Orden del Día 
aprobado por mayoría; Eugenio Guadalupe Govea Arcos, Edgardo 
Hernández Contreras, Mario Lárraga Delgado, Angélica Mendoza 
Camacho, Cándido Ochoa Rojas, Oscar Carlos Vera Fabregat, y José 
Antonio Zapata Meráz, no se manifestaron.  Acta Sesión Privada 
No. 16, del 25 de junio de 2020, aprobada por mayoría; Angélica 
Mendoza Camacho, Cándido Ochoa Rojas, Edson de Jesús Quintanar 
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Sánchez, y José Antonio Zapata Meráz, no se manifestaron.  
Dictámenes; aprobado por mayoría dispensar su lectura; Eugenio 
Guadalupe Govea Arcos, Edgardo Hernández Contreras, Cándido 
Ochoa Rojas, y Oscar Carlos Vera Fabregat, no se manifestaron.  
Gobernación; y Justicia: que desecha juicio político. Jesús Emmanuel 
Ramos Hernández se excusa en este asunto; intervino en pro 
Beatriz Eugenia Benavente Rodríguez; suficientemente discutido 
por mayoría; Beatriz Eugenia Benavente Rodríguez, Rolando 
Hervert Lara, y Edson de Jesús Quintanar Sánchez, no se 
manifestaron; votación nominal 20 votos a favor; 5 abstenciones 
de: María del Consuelo Carmona Salas, Marite Hernández Correa, 
Angélica Mendoza Camacho, Edson de Jesús Quintanar Sánchez, y 
Alejandra Valdes Martínez; aprobado por mayoría desechar por 
improcedente denuncia de juicio político en contra de expresidente 
municipal; y extesorero, del ayuntamiento de San Luis Potosí, 
periodo 2015-2018; y 2015-2017, respectivamente; notifíquese.  
Gobernación; y Justicia: que desecha juicio político; intervino en pro 
Beatriz Eugenia Benavente Rodríguez; suficientemente discutido 
por mayoría; Rubén Guajardo Barrera, Martín Juárez Córdova, 
Héctor Mauricio Ramírez Konishi, y Oscar Carlos Vera Fabregat, no 
se manifestaron; votación nominal 17 votos a favor; 4 abstenciones 
de: María Isabel González Tovar, Mario Lárraga Delgado, Angélica 
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Mendoza Camacho, y Edson de Jesús Quintanar Sánchez; 3 votos 
en contra de: María del Consuelo Carmona Salas, Marite Hernández 
Correa, y Alejandra Valdes Martínez; Cándido Ochoa Rojas, y Jesús 
Emmanuel Ramos Hernández, ausentes; aprobado por mayoría 
desechar por improcedente denuncia de juicio político en contra del 
presidente municipal de San Luis Potosí, periodo 2018-2021; 
notifíquese.  Concluido el orden del día se reiteró citatorio a Sesión 
Ordinaria en modalidad de video conferencia, el lunes diecinueve de 
octubre a  las 10:00 horas. Finalizó la sesión a las trece horas con 
treinta minutos. 
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